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Convocatoria de contribuciones: Asesinato de personas LGBTIQ+
1. Leyes, instituciones, políticas y prácticas que pueden constituir violaciones directas de las obligaciones internacionales de derechos humanos en relación con el derecho a la vida de las personas LGBTQI+.
En la Ciudad de México no existen leyes, instituciones o políticas que constituyan violaciones directas al derecho a la vida de las personas LGBTIQA+, sino que, por el contrario, la CDMX se caracteriza por impulsar avances en materia de reconocimiento y garantía de los derechos de dicho grupo poblacional. En 2006 se reconoció la posibilidad de que dos personas del mismo sexo se unieran en sociedades de convivencia y en 2009 a través de la figura del matrimonio. En 2014 se permitió a las personas adultas rectificar su acta de nacimiento en función de la identidad de género autopercibida y a partir del 27 de agosto de 2021 se contemplan excepciones para que algunas niñas, niños y niñes puedan acceder a dicho trámite.
A pesar de ello, persisten prácticas relacionadas con la falta de acceso a la justicia en la investigación de crímenes relacionados con personas LGBTIQA+ y la falta de incorporación de metodologías en derechos humanos, tales como la perspectiva de género, interseccional y análisis de contexto que mantienen en impunidad aquellos delitos que atentan contra la vida lo que puede motivar que los mismos sucedan con cada vez mayor frecuencia. 
De acuerdo organizaciones de la sociedad civil, del 2018 al 2022, suman al menos 453 muertes violentas de personas de la sexo-diversidad. En 2022, se registraron al menos 87 muertes violentas en el país por motivos presuntamente relacionados con su orientación sexual o identidad o expresión de género y se reconoce que hay un subregistro por lo que la cifra real se aproximaría a las 200 víctimas. La cifra oficial representa un aumento en relación con los años anteriores, 78 para 2022 y 79 para 2021.
Además, para garantizar el derecho a la vida es especialmente relevante atender el derecho a la salud de las personas LGBTIQA+, especialmente de mujeres trans. Si bien hay un avance en la CDXM derivado de las distintas instancias que atienden, tal como la Unidad de Salud Integral para Personas Trans, aún persiste una falta de armonización en los procedimientos dentro de instituciones de salud a nivel federal y ello tiene un impacto a nivel local.

2. Leyes, instituciones, políticas y prácticas que rigen la investigación y prevención de muertes potencialmente ilegales de personas LGBTQI+, incluidas aquellas que probablemente sean resultado de crímenes de odio;

El Código Penal para el Distrito Federal (ahora Ciudad de México) determina que el homicidio y las lesiones son calificadas cuando se cometan con odio. Al respecto, se establece que existe odio cuando el agente lo comete, entre otras condiciones, por la pertenencia o relación con un grupo social definido; o cualquier otra característica como lo es el género; las condiciones de salud; la apariencia física; orientación sexual; identidad de género u ocupación o actividad de la víctima. Además, apenas el 19 de febrero de 2024 se determinó que el delito de lesiones con ácido o similares en razón de género incluye a las mujeres transexuales o transgénero. 

Respecto a la procuración de justicia, en 2018 se expidió el Protocolo de Actuación Policial de la Secretaría de Seguridad Pública de la Ciudad de México para Preservar los Derechos Humanos de las Personas que Pertenezcan a la Población Lésbico, Gay, Bisexual, Transgénero, Transexual, Trasvesti e Intersexual (LGBTTTI) que estableció los principios rectores de la actuación policial y los mecanismos de atención y canalización con relación a las personas LGBTTIQA+ para la investigación de delitos en los que haya alguien de dicho grupo de atención prioritaria involucrado. 

En 2020 se publicó el Acuerdo FGJCDMX/18/2020 con el que se creó la Coordinación General de Investigación de Delitos de Género y Atención a Víctimas misma que se compone por la Fiscalía de Investigación de Delitos Cometidos en Agravio de Grupos de Atención Prioritaria y la Fiscalía de Investigación del Delito de Feminicidio, entre otros, así como la Agencia Especializada en atención a personas integrantes de la Comunidad LBTTTI. 

En materia de administración de justicia, la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió en 2020 el Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género y en 2022 el Protocolo para Juzgar con perspectiva de orientación sexual, identidad y expresión de género y características sexuales. En ambos se establecen criterios orientadores para las personas juzgadoras con el fin de que resuelvan de manera apegada en derechos humanos casos en los que estén involucradas personas LGBTTIQA+. 


4. Leyes, políticas y prácticas contra la discriminación basada en la orientación sexual y la identidad de género, que pueden reducir las muertes ilegales de personas LGBTQI+ durante 2020-2024

La Constitución Política de la Ciudad de México reconoció a las personas LGBTTIQA+ como grupo de atención prioritaria que debido a la desigualdad estructural enfrentan discriminación, exclusión, maltrato, abuso, violencia y mayores obstáculos para el pleno ejercicio de sus derechos.

En 2020 se reformó la Ley para Prevenir y Eliminar la Discriminación de la Ciudad de México para establecer que los entes públicos deben llevar a cabo medidas positivas a favor de la igualdad de oportunidades y de trato para las personas LGBTTTIQA+, entre las que se encuentran, las de diseñar, desarrollar y ejecutar programas de salud, fortalecer la participación laboral, contemplar la sensibilización e información a empresas y garantizar procesos educativos libres de discriminación.

En 2021 se expidió la Ley para el Reconocimiento y la Atención de las personas LGBTTTI+ de la Ciudad de México con el objeto de establecer las bases para la coordinación efectiva entre las autoridades para que promuevan, protejan y garanticen de forma progresiva el pleno ejercicio de los derechos humanos de las personas LGBTTTI+. Dicha Ley reconoce el derecho a una vida digna y libre de violencia.

De forma más reciente, el 19 de febrero de 2024 se reformó el Código Penal para el Distrito Federal (ahora, Ciudad de México) para determinar que el delito de lesiones con ácido o similares se considera cometido en razón de género cuando se cometa en contra de mujeres transexuales o transgénero, en el ámbito laboral, relaciones sentimentales o cualquier otra, por razones que deriven de su orientación sexual, identidad o expresión de género. 

Como parte de las políticas y prácticas contra la discriminación, la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México han implementado en materia de promoción diversas pláticas, conferencias y programas de capacitación dirigidos a personas servidoras públicas y a personas en general sobre los derechos de las personas LGBTIQA+. Además, se destaca tanto el Programa de profesionalización de la Universidad de la Policía de la Ciudad de México que contiene en su malla curricular el objetivo de concientizar, sensibilizar y preparar al personal de la Policía de Proximidad, así como del Sistema Penitenciario en materia de género y preservación de los derechos de las personas LGBT, así como las capacitaciones que se han dado al personal de la Secretaría de Salud en la materia. 


5. Cualquier recomendación sobre leyes, instituciones, políticas y prácticas que puedan resultar en la reducción de muertes ilegales de personas LGBTQI+;

La Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de México ha señalado diversas medidas que pueden contribuir a garantizar el derecho a la vida de las personas LGBTTTIQA+.

En primer lugar, se señala que es necesario se establezcan leyes y políticas públicas encaminadas a garantizar que todas las personas -sin discriminación por grupo etario- puedan acceder a la rectificación de datos sexo-genéricos en documentos de identificación. En segundo lugar, se insiste en la importancia de garantizar los derechos laborales de las personas, incluyendo el derecho al trabajo para las personas LGBTTIQA+ y la educación sexual integral, así como en materia de diversidad sexo-genérica. 

Asimismo, con especial relación a las mujeres trans, esta CDHCM insiste en la importancia de garantizar que dicho grupo poblacional sea incluido en las Leyes que protegen los derechos de las mujeres. Si bien esta consideración tendría que hacerse obvia en tanto las mujeres trans, son mujeres en la realidad existen muchas prácticas que impiden incluirlas como sujetos de protección. 

Por ejemplo, esta Comisión considera que no tendría que tipificarse como un delito independiente el transfeminicidio pues no sería necesario recurrir al diseño de un nuevo tipo penal, puesto que las mujeres trans son parte de la diversidad de mujeres. Sin embargo, ante la omisión o mala calidad en la aplicación de la perspectiva de género en la investigación de los feminicidios de mujeres trans, es pertinente valorar su pertinencia para favorecer la aplicación de un enfoque diferenciado e interseccional en las investigaciones. Al respecto, existen propuestas para incluirlo que se encuentran detenidas en el Congreso de la Ciudad de México. 

En ese sentido, se propone que exista una modificación a las leyes que protegen los derechos de las mujeres, tal como es el caso de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de la Ciudad de México para que se especifique que las acciones derivadas de dicha ley abarcan a las mujeres trans.

Asimismo, esta CDHCM considera que es menester fortalecer la aplicación de metodologías en derechos humanos sobre todo por parte de las personas servidoras públicas encargadas de la administración y procuración de justicia, es decir, herramientas tales como la perspectiva de género, interseccional, perspectiva de derechos LGBTTIQA+, de análisis de contexto, entre otras no pueden ni deben ser concesiones graciosas sino que se debe elevar como un requisito que es necesario cumplan para desempeñar sus funciones. 

6. Leyes, instituciones, políticas y prácticas existentes que no protegen, o parecen no proteger, el derecho a la vida de las personas LGBTQI+;

Si bien ya se estableció que no existen leyes, instituciones o políticas que tengan por si mismas como propósito no proteger el derecho a la vida de las personas LGBTTTIQA+, la CDHCM ha documentado que persisten prácticas que afectan este y otros derechos.

De forma específica, se identifica que del total de quejas que se han recibido desde el 2018 presuntamente vinculadas con violaciones a derechos humanos de las personas LGBTTIQ+, la mayoría han sido cometidas por las siguientes autoridades locales: Fiscalía General de Justicia, Secretaría de Seguridad Ciudadana y Subsecretaría del Sistema Penitenciario.

Este Organismo de Protección a Derechos Humanos ha documentado que la mayoría de las mismas, está relacionada con el derecho a la reinserción social y el derecho a la integridad personal. Además, dentro de las Recomendaciones que se han emitido, la CDHCM identificó y reportó las siguientes prácticas:

· Recomendación 02/2019: Falta de debida diligencia y de aplicación de la perspectiva de género y enfoque diferenciado en la investigación de transfeminicidio. Es la primera recomendación en reconocer el transfeminicidio. Se documentó la violación de los derechos a la identidad de género en relación al derecho a la igualdad y no discriminación, a la vida privada, a la personalidad jurídica y al libre desarrollo de la personalidad; el acceso a la justicia y el derecho a la verdad con perspectiva de género.

· Recomendación 14/2022 por violencia institucional en contra de mujeres privadas de la libertad en centros penitenciarios de la Ciudad de México, en donde fueron violados los derechos a una vida libre de violencia; a la vida y a la integridad personal. En relación a las víctimas, dos de ellas habían sido pareja sentimental y una falleció, la Comisión enfatizó que el Estado tiene un papel fundamental como garante del derecho a la vida de las personas privadas de libertad mientras se encuentran bajo su custodia. 

· Recomendación 08/2023 Malos tratos y violaciones al debido proceso en el contexto de detención ilegal y arbitraria de personas en situación de calle. Se coloca el principio de proporcionalidad en relación al uso de la fuerza por parte de las autoridades. Las víctimas, algunas de ellas pertenecientes a la población LGBTTTIQA+ vieron truncados sus proyectos de vida, así como afectados sus derechos a la integridad personal, a la libertad personal, al debido proceso y al acceso a la justicia. 
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